Poder Judicial de la Nación

Año del Bicentenario

En Buenos Aires, a 1 de septiembre de 2010, se reúnen los Señores Jueces de la Sala D de la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, con el autorizante, para dictar sentencia en la causa "ALLARIA LEDESMA & COMPAÑIA SOCIEDAD DE BOLSA S.A. c/ ADMINISTRACIÓN GOMEZ VIDAL S.A. Y OTRO s/ ORDINARIO", registro n° 492/2003, e "INTERFLY TOUR S.A. c/ VIGILANCE S.A. Y OTRO s/ ORDINARIO", registro n° 1543/2003, ambos procedentes del JUZGADO N° 26 del fuero (SECRETARÍA N° 51), donde están identificadas como expedientes nº 45072 y n° 47076 respectivamente, en los cuales como consecuencia del sorteo practicado de acuerdo con lo previsto por el art. 268 del Código Procesal, resultó que debían votar en el siguiente orden, Doctores: Heredia, Vassallo, Dieuzeide.

Estudiados los autos la Cámara planteó la siguiente cuestión a resolver:

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada?

A la cuestión propuesta, el Señor Juez de Cámara, Doctor Heredia dijo:


1°) El día 4/2/01, en horas de la tarde, cinco delincuentes ingresaron en el edificio de departamentos sito en la calle 25 de mayo 596 de esta ciudad. Lo hicieron después de reducir con violencia al guardia de seguridad que allí había destacado Vigilance S.A., empresa esta última oportunamente contratada por el consorcio de propietarios de dicho inmueble para prestar un servicio de vigilancia.


Tras ingresar al edificio -cuyo hall de entrada, en ese momento, se encontraba sujeto a tareas de remodelación- los malhechores se dirigieron a los pisos 15° y 17° donde se encuentran las oficinas, respectivamente, de las firmas Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa e Interfly Tour S.A.. Una vez dentro de tales dependencias robaron dinero y valores.

Invocando el reseñado hecho delictivo, las dos damnificadas mencionadas precedentemente promovieron sendas demandas que fueron acumuladas.

En efecto, Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa demandó a la empresa de vigilancia y seguridad Vigilance S.A. y a la administradora del consorcio de propiedad horizontal del edificio de la calle 25 de mayo 596, Administración Gómez Vidal S.A., requiriendo que ambas fueran condenadas solidariamente a pagar la suma de $ 23.872,50 (o lo que en más o en menos resulte de la prueba) correspondiente a plazos fijos, chequeras en blanco propias, cheques de terceros y dinero en efectivo que, dijo, fueron sustraídos de una caja fuerte que se violó abriéndola con el uso de un soplete. A ambas codemandadas les imputó responsabilidad por el incumplimiento del contrato de locación de servicio de seguridad y vigilancia (el cual fuera firmado por Vigilance S.A. y una anterior administradora del consorcio). Sostuvo no haber mediado un caso fortuito o de fuerza mayor, siendo comprobable, en cambio, un supuesto de insuficiencia de los elementos de seguridad existentes en el edificio en el momento del robo lo cual, sostuvo, quedó ratificado por el posterior ofrecimiento de Vigilance S.A. de mejorarlos. Reclamó intereses, desvalorización monetaria y costas.

La demanda promovida por Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa fue resistida tanto por Vigilance S.A., como por Administración Gómez Vidal S.A. (esta última oponiendo una excepción de falta de legitimación pasiva), y posteriormente se citó como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal, al Consorcio de Propietarios del edificio de la calle 25 de mayo 596, quien compareció a estar a derecho en debida forma.

De su lado, Interfly Tour S.A. también dirigió su demanda contra Vigilance S.A. y Administración Gómez Vidal S.A., pero reclamándoles en este caso las mayores sumas de $ 25.350,10 (luego ampliada hasta la de $ 26.542,62) y U$S 8.745,90 con más intereses, desvalorización monetaria y costas. A la primera le imputó responsabilidad derivada del incumplimiento del contrato de locación de servicio de vigilancia; y a la segunda le imputó negligencia en haber solicitado a Vigilance S.A. que adoptase mayores seguridades frente al riesgo que representaba el hecho de que el hall de entrada del edificio se encontraba en proceso de remodelación con cerramientos provisorios instalados.


Cabe observar que la demanda promovida por Interfly Tour S.A. fue igualmente resistida por Vigilance S.A. y Administración Gómez Vidal S.A. (aquí también esta última interpuso una excepción de falta de legitimación pasiva) y, como ocurrió en la otra causa, fue citado como tercero, según lo previsto por el art. 94 de la ley de rito, el Consorcio de Propietarios del edificio de la calle 25 de mayo 596, que se presentó resistiendo la citación.

2°) La sentencia única dictada por la juez a quo en los procesos acumulados, resolvió rechazar las respectivas demandas, con costas a las actoras (véase original en fs. 1125/1155 de la causa “Allaria”).

Para así decidir, la magistrada de la instancia anterior sostuvo, en sustancial síntesis, que el contrato por el cual se obligó Vigilance S.A. contuvo “…cláusulas laxas en cuanto a la forma de prestación del servicio…, lo que demuestra que el mismo se prestaba según los requerimientos y necesidades del consorcio…” y que, a todo evento, era “…de aquellos que no imponen al prestador del servicio, el deber de custodiar los bienes que los propietarios de cada unidad funcional posean en las mismas…”. Afirmó que lo que comúnmente se conoce como “seguridad de edificio” cumple una función principalmente disuasiva y preventiva, no se refiere a la custodia de cada uno de los departamentos, y no puede pretenderse que ella consista en la presencia de guardias armados dispuestos a evitar robos poniendo inclusive en riesgo la vida de los copropietarios. Destacó, además, que las dos demandantes, en tantos copropietarias consorcistas, consintieron la asamblea extraordinaria en la cual se resolvió remodelar el hall de entrada del edificio, sin exigir que durante el tiempo que demandara la obra se reforzara la seguridad. Observó, además, que con posterioridad al robo fue decidido en otra asamblea de copropietarios el mantenimiento de “Vigilance S.A.” en sus funciones, resolviéndose recién entonces la instalación de un sistema de vigilancia electrónico en áreas comunes, y dejándose librado a cada copropietario la posibilidad de instalar o no un sistema de vigilancia individual. De otro lado, consideró que no pesaba sobre las demandadas ninguna obligación contractual en cuanto a la custodia de los efectos y valores que fueron robados a las actoras, como tampoco de restitución de ellos, ya que esos objetos no fueron entregados para su resguardo ni al Consorcio de Propietarios, ni a la administradora del edificio, ni a la empresa de vigilancia demandada. Entendió que condenar a estas últimas significaría imponerles una obligación de garantía que la ley no establece, siendo que tampoco pesa sobre ellas una obligación de seguridad. En fin, por lo anterior, juzgó estéril indagar acerca de si el robo referido en estas actuaciones puede calificarse como un caso fortuito o una fuerza mayor, y culminó señalando que los daños por cuyo resarcimiento se reclama fueron también facilitados por la falta de precauciones adoptadas por las actoras para evitar robos pese a que ello se imponía por la índole de las actividades profesionales a las que se dedican.


Contra esta decisión apelaron las actoras expresando sus agravios, cada una, en  el respectivo proceso que la tiene como demandante (fs. 1203/1214, causa “Allaria”; y fs. 1577/1584, causa “Interfly”). En ambos expedientes los correspondientes memoriales fueron resistidos por los demandados y por la citada como tercero (fs. 1217/1221, 1222/1225 y 1226/1229, causa “Allaria”; y fs. 1587/1591, 1592/1594 y 1595/1598, causa “Interfly”).

3°) El principal y común agravio que plantean, cada una por separado, las dos apelantes se refiere, como es lógico, al tema de fondo representado por la valoración del contrato de seguridad, la determinación del alcance de las obligaciones que de él emanaban, y el papel que jugaba el guardia de seguridad asignado para la ejecución de tales obligaciones.

En rigor, a mi modo de ver, este agravio concierne principalmente a la responsabilidad que se imputa a Vigilance S.A., toda vez que la culpa que se enrostra a Administración Gómez Vidal S.A. se enmarca en un plano distinto, de la misma manera que también es diferente la situación del consorcio citado como tercero.

Por ello, examinaré la apuntada principal queja con referencia  específica a Vigilance S.A., sin perjuicio de abordar más adelante, desde la perspectiva que a cada una específicamente incumbe, la situación de las restantes partes.

(a) Tiene resuelto esta Sala (causa n° 62762/2003 “Aseguradora de Cauciones S.A. Cía. de Seguros c/ Prosegur S.A. s/ ordinario”, sentencia del 14/6/07, voto del suscripto) que la obligación asumida por una empresa de vigilancia se asienta en el principio objetivo de la confianza despertado en el usuario contratante, que deriva de la profesionalidad presumida de aquella. En este sentido, el contratante cuenta con la seguridad interna que le brinda el sistema de vigilancia y especialmente con la coherencia y seguridad de la empresa y de sus vigiladores, y confía en que el sistema funcionará como debe funcionar. Por lo demás, ligado con la idea de confiabilidad, queda a cargo de la empresa de vigilancia la planificación y el diseño del sistema de seguridad, lo cual comprende la ordenación y adaptación de los recursos necesarios y adecuados (humanos, materiales, tecnológicos, etc.) para el cumplimiento de los objetivos que deben alcanzarse, de donde se sigue que la falla en el diseño acarrea un riesgo que puede derivar en un daño reparable. En concreto, cuando hay un error en su concepción, diseño o planificación, hay una insuficiencia estructural del servicio, que afecta dicha seguridad y desata responsabilidad de la empresa de vigilancia, sin que ella pueda alegar situaciones generales de imprevisión pues, como profesional, conoce de antemano los riesgos y tiene los recursos necesarios para evitarlos. A la luz de las apuntadas pautas, la obligación de las empresas de seguridad frente a los usuarios por incumplimiento de los deberes propios, no puede ser discutida. Ello tiene base no sólo en la obligación contractual asumida de asegurar que el servicio cumpla con la finalidad esperada, que genera una responsabilidad objetiva, sino también por el carácter de proveedor del sistema de seguridad y vigilancia (recursos humanos, materiales y tecnológicos, como se dijo), tanto por el funcionamiento defectuoso del equipamiento utilizado, como por el error de concepción en el diseño del servicio, etc. (arg. arts. 512 y 902 del Código Civil; Weingarten, C., Responsabilidad de las empresas de seguridad, Santa Fe, 2006, ps. 23, 47, y 65/69).


En las condiciones que anteceden, la empresa de seguridad, como profesional y protagonista de la planificación, está impedida de alegar en general el caso fortuito o fuerza mayor, o situaciones de imprevisión; en este sentido, es su obligación evaluar los riesgos, a fin de advertir inconvenientes. Casi podría decirse que para las empresas de seguridad, no puede haber riesgos imprevisibles y, por tanto, como regla, el caso fortuito y la fuerza mayor no liberan su responsabilidad. Es una empresa de riesgo a cuyo respecto, entonces, naturalmente juegan menores eximentes (conf. Weingarten, C., ob. cit., ps. 70/71).


Ahora bien, esto último tiene necesaria e incuestionable excepción en el supuesto extremo de robo “en banda” y/o “a mano armada”, que es un hecho abrupto y extraordinario que no puede comúnmente resistirse. 

La doctrina y la jurisprudencia coinciden, en efecto, sin fisuras, que un robo de esas características constituye caso fortuito (conf. Colmo, A., De las obligaciones en general, Buenos Aires, 1920, p. 103, n° 124; Busso, E., Código Civil Anotado, Buenos Aires, 1949, t. III, p. 315, n° 106; Salvat, R. y Galli, E., Tratado de Derecho Civil Argentino – Obligaciones en general, Buenos Aires, 1952, t. I, p. 164, n° 151; Rezzónico, L., Estudio de las obligaciones en nuestro derecho civil, Buenos Aires, 1956, p. 107; De Gásperi, L. y Morello, A., Tratado de Derecho Civil – Obligaciones en general, Buenos Aires, 1964, t. II, p. 251; Llambías, J., Tratado de Derecho Civil – Obligaciones, Buenos Aires, 1970, t. I, ps. 247/248, n° 203 “a”; Llambías, J., Código Civil Anotado, Buenos Aires, 1979, t. II-A, p. 136, jurisp. cit. en nota n° 93; Cazeaux, P. y Trigo Represas, F., Derecho de las Obligaciones, La Plata, 1979, t. I, p. 517; Belluscio, A. y Zannoni, E., Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado, Buenos Aires, 1979, t. 2, p. 667; CNCiv. Sala A, 7/9/00, “Sugue, Andrea Patricia Leonor c/ Supermercado El Sirio de Carlos Hassan s/ daños y perjuicios”).

Y cuando hay un robo “en banda” y/o “a mano armada” el casus que ello supone, exime de responsabilidad inclusive a empresas de seguridad y vigilancia por ser, precisamente, una situación excepcional (conf. Weingarten, C., ob. cit., p. 71).

Es que, en general, el  robo “en banda”, esto es, el perpetrado por más de tres personas (arts. 167, inc. 2°, y 210 del Código Penal), constituye un hecho “inevitable” en los términos del art. 514 del Código Civil y, como lo ha destacado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, particularmente “irresistible” cuando se ejecuta con uso de armas en un edificio de departamentos, toda vez que la portación de ellas por parte de los malhechores, hace impensable cualquier hipótesis de resistencia en el interior del inmueble, configurándose, entonces, como se dijo, un caso fortuito o fuerza mayor (conf. CSJN, 11/2/03, “Alberto Finardi c/ D'Odorico Propiedades S.R.L.”, Fallos 326:107, considerandos 15 y 16). 

(b) Esta última es, precisamente, la hipótesis que se presenta en estos actuados, pues la prueba evidencia la presencia de un verdadero caso fortuito o fuerza mayor que actúa como eximente de responsabilidad de la empresa de seguridad demandada.

En efecto, según surge de la causa penal n° 16.009/2001 “N.N. s/ robo con lesiones – privación ilegal de la libertad personal”, originaria del Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 46, secretaría n° 134, que en este acto tengo a la vista, el empleado de seguridad que la demandada Vigilance S.A. destacó el día 4/2/01 en el ingreso del edificio de la calle 25 de mayo 596, señor Jorge A. Feliu, fue reducido por cinco sujetos, inicialmente por uno de ellos -con el que se trabó en lucha- e instantes después por los otros, quienes ingresaron después de romper la puerta de acceso de la obra (recuérdese que el hall de entrada se estaba remodelando), golpeándolo fuertemente en la cabeza y lesionándolo, exhibiendo uno de ellos un arma y encerrándolo en el subsuelo después de sustraerle las llaves de las oficinas que tenía en su poder y de ser interrogado sobre cuáles eran los pisos que tenían alarmas y los que no (conf. declaraciones de Feliu, fs. 1/2 y 21 de la causa penal cit.; véase igualmente, su testimonio a fs. 527/531 de la causa “Allaria”). 

Cabe observar que con tal relato de los hechos se mostró conforme en la misma causa penal la apoderada de Interfly Tour S.A., Mirta M. Zlobec, quien también aludió a la participación de cinco personas, una de ellas armada, las que después de reducir al empleado de vigilancia, se dirigieron a las oficinas de esa empresa, a la cual ingresaron utilizando la llave de la misma, para más tarde violentar la caja de seguridad allí existente robando distinto valores (fs. 8). Y otro tanto admitió el señor Martín Arias, asesor de  Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa (fs. 19 de la causa penal).

En otras palabras, aun cuando pudiera admitirse que Vigilance S.A. debía proporcionar un sistema de seguridad y vigilancia apto para cumplir con la finalidad de protección que pretendió alcanzar quien la contrató, los deberes que en ese sentido le eran exigibles no pueden llevarse a límites tales que igualmente debieran considerarse incumplidos frente a un hecho ilícito “irresistible” como el que resulta acreditado con las actuaciones penales. 

Pretender lo contrario luce irrazonable, siendo evidente, por otra parte, que no corresponde imponer comportamientos que trascienden el grado de previsión normal de la actividad de que se trata (conf. CSJN, 11/2/03, “Alberto Finardi c/ D'Odorico Propiedades S.R.L.”, Fallos 326:107, considerando 16).


(c) Es de observar, a esta altura, que el examen de si en la especie concurre o no un caso fortuito o fuerza mayor como eximente de responsabilidad lejos está de ser, a contrario de lo señalado por la juez a quo, una indagación estéril o carente de sentido, pues ella hace a la esencia misma del thema decidendi.

Por lo demás, esta alzada cuenta con jurisdicción apelada suficiente para examinar el punto en razón de la defensa que, en ese preciso sentido, hizo Vigilance S.A. al contestar agravios (fs. 1221 de la causa “Allaria”; y fs. 1591 de la causa “Interfly”).

(d) Determinado, pues, que la responsabilidad de Vigilance S.A. está excluida por razón de haber sido objeto de un caso fortuito o fuerza mayor “irresistible”, pierde todo interés realizar una exégesis del contrato de seguridad y vigilancia por el cual se obligó, como así también determinar los deberes que de él emanaban, o examinar el papel que jugaba el guardia de seguridad asignado para la ejecución de las obligaciones a cargo de esa empresa.

Es que aun si se ponderase todo ello de un modo favorable a los demandantes y en los términos marcadamente amplios que ellos postulan en sus respectivas expresiones de agravios, la referida eximente de responsabilidad seguiría existiendo a favor de Vigilance S.A., tanto más si se tiene presente la ausencia de una prueba dirimente en cuanto a la necesidad de haber resultado exigible una mayor o mejor seguridad en atención a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar (art. 512 del Código Civil). 

Al respecto, adviértase que en ninguna de las causas se ofreció y menos rindió un peritaje técnico en seguridad que revelara que la vigilancia que presentaba el edificio de departamentos de la calle 25 de mayo 596 el día 4/2/01 hubiese sido  notoriamente insuficiente o no proporcionada a lo que es normal y razonable en los inmuebles de esa naturaleza y en esa zona de la ciudad o, dicho de otro modo, que una adecuada ponderación de aquellas circunstancias fácticas que hacen a la caracterización de la diligencia debida según su naturaleza, hubiera debido persuadir a Vigilance S.A. acerca de la necesidad de una mayor disposición de seguridad y protección. 

Tal prueba pericial, por lo demás, no puede entenderse suplida por la declaración de Sergio H. Harris (invocada en fs. 1212 y vta., causa “Allaria”; y fs. 1572, causa “Interfly”), pues sus dichos no pasaron de constituir la exposición de un juicio conjetural de ese testigo en cuanto a la posibilidad de una evitación del robo si se hubieran adoptado las medidas que refirió (véase fs. 973/974, causa “Allaria”, repreguntas 2ª, 3ª y 4ª). En esas condiciones, tal declaración testimonial no sirve para fundar asertivamente la responsabilidad que se endilga a las demandadas o, lo que es lo mismo decir, para aseverar que el robo pudo no ser “irresistible” de haberse provisto mayores seguridades (art. 456 del Código Procesal). La cuestión merecía, sin dudas, un dictamen pericial técnico que, como se dijo, no fue rendido en autos, por lo que las actoras deben estar a las consecuencias de no haber elegido las probanzas más idóneas para la defensa de sus derechos.

Así pues, frente a la ausencia de prueba idónea, no es posible descartar el carácter inevitable e irresistible de un robo en banda y a mano armada como el referido en las presentes actuaciones. Y contra ello ninguna conclusión firme puede establecerse tampoco a partir del hecho de que a posteriori del robo la empresa Vigilance S.A. hubiera provisto mayores seguridades que las existentes al momento del hecho  (sistema de alarma conectado a estación de monitoreo, y detectores infrarrojos en puertas y escalera), ya que por igual razón atinente a la ausencia de un peritaje técnico de seguridad, resulta puramente conjetural pensar -como lo hacen los apelantes- que de haber existido esas mayores seguridades el ilícito no se hubiera podido perpetrar.

En suma, entiendo que debe rechazarse el principal y común agravio vinculado a la responsabilidad de dicha empresa de seguridad.

4°) Lo atinente a la imputación de responsabilidad que se hace respecto de Administración Gómez Vidal S.A., no puede abordarse sin resolver, previamente, la excepción de falta de legitimación pasiva que, en las dos causas acumuladas, dicha parte opusiera al contestar demanda y cuyo tratamiento, pese a haber sido diferido para el momento de ser dictada la sentencia de fondo, no fue realizado por esta última ni siquiera de manera mínima (fs. 213/214, causa “Allaria”; y fs. 802/803, causa “”Interfly”). 

Al respecto, cabe observar que en tanto la legitimación configura uno de los presupuestos básicos del ejercicio de la función judicial, su ausencia puede ser declarada inclusive de oficio (conf. Palacio, L. y Alvarado Velloso, A., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, explicado y anotado jurisprudencial y bibliográficamente, Santa Fe, 1993, t. 7, p. 356; CNCom. Sala D, 5/6/07, "Larregui, Mariano c/ Banco Itau Buen Ayre y otro s/ ordinario”), lo que justifica, entonces, el abordaje del tema en esta instancia a pesar de la inexistencia de agravios derivados de la señalada omisión de pronunciamiento incurrida por el fallo apelado.

Pues bien, las dos demandas acumuladas imputaron responsabilidad a Administración Gómez Vidal S.A. sobre bases parecidas. La firma Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa lo hizo de un modo genérico, acaso deficitario, aludiendo a una responsabilidad del consorcio que administra el inmueble de la calle 25 de mayo 596 fundada en un alegado incumplimiento del contrato de locación de servicio de seguridad y vigilancia suscripto entre Vigilance S.A. y la anterior administradora de dicho consorcio. En cambio, más precisa, Interfly Tour S.A. le imputó a Administración Gómez Vidal S.A. negligencia por no haber solicitado a Vigilance S.A. que adoptase mayores seguridades frente al riesgo que representaba el hecho de que el hall de entrada del edificio se encontraba remodelándose y con cerramientos provisorios.

Empero, cualesquiera sea la perspectiva imputativa que se elija, juzgo que Administración Gómez Vidal S.A. carece de legitimación pasiva para ser demandada por los consorcistas Allaria Ledesma & Cía. Sociedad de Bolsa e Interfly Tour S.A..

Así lo pienso por lo siguiente.

El administrador de un inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal no representa a cada propietario individualmente considerado, sino al consorcio que ellos integran (conf. Borda, G., Tratado de Derecho Civil – Derechos Reales, t. I, p. 643, n° 792; Racciatti, H., Propiedad por pisos o por departamentos, Buenos Aires, 1975, p. 181, n° 73; Bueres, A. y Highton, E., Código Civil y normas complementarias – Análisis doctrinal y jurisprudencial, Buenos Aires, 2004, t. 5-B, p. 418, texto y jurisprudencia citada en nota n° 2; Gabás, A., Derecho práctico de propiedad horizontal, Buenos Aires, 1992, t. 1, p. 129), de donde se sigue que no hay vínculo directo entre el administrador y cada uno de los copropietarios respecto de las cuestiones relacionadas con el ejercicio del mandato que ejerce en nombre del consorcio, sino a través de su órgano deliberativo. 

Lo anterior apareja las siguientes consecuencias: 1) de ninguna manera el o los propietarios de una unidad integrantes de un edificio sometido al régimen de propiedad horizontal pueden accionar directamente contra el administrador individualmente, en forma personal y directa; y 2) el o los propietarios de un inmueble sometido al régimen de la ley 13.512, no tienen legitimación activa para demandar al administrador del edificio, por actos ejecutados con motivo de sus funciones, pues la acción corresponde al consorcio (conf. Bueres, A. y Highton, E., ob. cit., t. 4-C, ps. 174/175 y jurisp. allí citada). 

Siendo el administrador un mandatario del consorcio, los consorcistas, en efecto, no tienen acción directa contra aquél, sino que deben peticionar a la asamblea de copropietarios lo que estimen corresponder. Y sólo en el supuesto de agotar previamente la vía consorcial, un copropietario podría demandar al administrador por resarcimiento de los daños y perjuicios personales derivados de una mala administración (conf. CNCiv. Sala I, 1/12/03, “Camplani,  María  Lidia  c/  Consorcio  de  propietarios  Honorio Pueyrredón 1141/43/45 s/ diligencias preliminares”; Gurfinkel de Wendy, L., La propiedad horizontal – Análisis dogmático de la ley 13.512, Buenos Aires, 2005, p. 416).

Toda vez que no fue acreditado en autos que las actoras hubieran agotado infructuosamente la vía interna indicada, forzoso es concluir que Administración Gómez Vidal S.A. carece de legitimación pasiva para ser demandada.

A todo evento, y solo por abundar, me importa precisar que la lectura del contrato de vigilancia (fs. 51/52, causa “Allaria” -sobre de documentación reservada-) evidencia que el contratante del servicio no fue, a título personal, el administrador del consorcio que precedió a la actuación de Administración Gómez Vidal S.A., sino que lo hizo en representación del “…Consorcio de Copropietarios del Edificio sito en 25 de Mayo 596 Cap. Fed.”. Al ser ello así, no puede decirse que ni la anterior administradora del consorcio, ni la citada demandada como continuadora de sus actividades, quedaron personalmente obligadas por el mencionado contrato (art. 1930 del Código Civil), con cuyo alcance, dicho sea de paso, se mostraron conformes las dos actoras inclusive al tiempo de decidirse la remodelación del hall de entrada del edificio pues, como bien señaló la juez a quo, ningún refuerzo de seguridad exigieron en la asamblea extraordinaria del 7/11/00, finalizada el 29/11/00, en que se decidió la ejecución de tal obra, ni lo hicieron en momento alguno antes del robo mediante pedido dirigido a la administradora o al Consejo de Administración (fs. 1150/1151).

En suma, considero por las razones expuestas, que la ausencia de legitimación pasiva de Administración Gómez Vidal S.A. (e igualmente activa de las demandantes), justifica no modificar el fallo en cuanto rechazara la demanda promovida en su contra.

5°) Resta examinar la situación del Consorcio de Propietarios de la calle 25 de mayo 596, citado como tercero en las dos causas acumuladas, quien en los términos del art. 96 del Código Procesal podría ser pasible de condena.

No es discutible que un consorcio de propietarios puede ser responsable frente a los consorcistas, responsabilidad que es contractual y que se vertebra en el reglamento de copropiedad y administración (conf. Gurfinkel de Wendy, L., ob. cit., ps. 268/269; Bueres, A. y Highton, E., ob. cit., t. 5-B, ps. 397/398; Gabás, A., ob. cit., t. 2, ps. 204/205). 

Ahora bien, con relación a casos como el referido por estas actuaciones, cabe decir que, como regla, a diferencia de lo que ocurre en las explotaciones comerciales, los consorcios de propietarios de unidades destinadas a vivienda no tienen una obligación de garantía fuera de lo que la ley establece. Es que el servicio de seguridad prestado en un edificio, constituye una actividad accesoria conceptualmente escindible ya que no hace a la actividad normal y específica del consorcio, pues, de hecho, podría no prestarse y en nada afectaría el funcionamiento esencial del edificio (conf. Weingarten, C., ob. cit., ps. 114/115).

Empero, la cuestión varía si se ha previsto en el reglamento de copropiedad o fue establecido por los órganos del consorcio, la obligación accesoria de seguridad o de vigilancia a cargo de una empresa de seguridad privada. En este caso, cuando hay seguridad contratada, puede nacer una responsabilidad objetiva del consorcio por los actos realizados por los vigiladores (conf. Weingarten, C., ob. cit., p. 115/116), o bien por una deficiente prestación del servicio (conf. Gurfinkel de Wendy, L., ob. cit., p. 269, nota n° 75; Weingarten, C., ob. cit., p. 117; C. 2da. Civ. Mendoza,  1/7/99, “Abud, Fernando Hugo  y otros c/ Cons. de Prop. de Edificio "Garage Libertad" s/ daños y perjuicios “, reg. en www.jus.mendoza.gov.arhttp://www.jus.mendoza.gov.ar).

Pero aunque se presentara lo último, no es dudoso que debe exonerarse al consorcio de la  responsabilidad que asumiera si el daño, como ha ocurrido en la especie, deriva de un hecho que tipifica en el caso fortuito o la fuerza mayor, habida cuenta de su condición de “irresistible” (arts. 513 y 514 del Código Civil), máxime cuando no se presenta ningún supuesto de aquellos en los que el caso fortuito no constituye causal exonerativa invocable de responsabilidad, vgr. haber tomado el deudor a su cargo las consecuencias del casus; mora previa suya; culpa o dolo en la producción del casus; o impedimento legal de invocarlo (conf. Agoglia, M., Boragina, J. y Meza, J., La exoneración de la responsabilidad contractual. La causa extraña no imputable, RDPC n° 18 [Responsabilidad contractual – II], p. 9, y espec. ps. 27/28).

A lo que cabe añadir, que si la exoneración de responsabilidad fundada en el caso fortuito alcanza a la empresa de seguridad (considerando 3° de este voto), también debe necesariamente beneficiar al consorcio que contrató con ella, toda vez que pudiendo concebirse a la responsabilidad de ambas como solidaria (conf. Weingarten, C., ob. cit., p. 116), dicho caso fortuito, por no ser personal, constituye una defensa común en los términos del art. 715 del Código Civil.

Por estas razones entiendo también pertinente confirmar la absolución dictada en primera instancia respecto del consorcio citado como tercero.

6°) Lo expuesto y concluido hasta aquí sella la suerte adversa de las apelaciones articuladas por las actoras de los juicios acumulados, en cuanto al fondo del asunto.

Sólo a mayor abundamiento, y par dar una más amplia respuesta jurisdiccional, me permito señalar lo siguiente:

(a) El carácter oneroso de la prestación asumida por Vigilance S.A. (carácter acerca del cual ambas apelantes han hecho especial referencia en sus memoriales, citando la cláusula 7ª del contrato de vigilancia) no descarta, de suyo, la aplicación de una causal de exención de responsabilidad como es la atinente al caso fortuito y la fuerza mayor. Es que tal causal da lugar a un supuesto de inimputabilidad, que opera con prescindencia del carácter oneroso o gratuito de la obligación asumida.

(b) Inútil es discernir si la seguridad comprometida alcanzaba a todo el edificio, inclusive a las unidades funcionales, o solamente a las partes comunes. Aunque sobre el tema ha sido objeto de disquisición por las actoras (fs. 1206, causa “Allaria”; fs. 1573, causa “Interfly”), su tratamiento carece de relevancia frente a la presencia de la causal de exención de responsabilidad mencionada, ya que ella operaría aun desde la perspectiva amplia de entender cubierta la seguridad de las unidades funcionales.

(c) La doctrina del fallo de esta Sala citado a fs. 1206 vta./1207 de la causa acumulada “Allaria” (in re “La República Cía. de Seguros Grales. S.A. c/ Investigaciones Duque S.A.”, sentencia del 17/3/98), es inaplicable en el presente caso en razón de la ausencia de similitud en presupuestos fácticos. En efecto, en dicho precedente pudo constatarse una negligencia imputable al personal destacado por la empresa de seguridad, mientras que en el sub lite ningún acto negligente se ha enrostrado al empleado Jorge A. Feliu, sino que lo imputado a las demandadas fue no haber implementado adecuadas medidas de seguridad.

(d) A contrario de lo señalado en fs. 1207 de la causa “Allaria”, la afirmación de la juez a quo según la cual no pesa sobre las demandadas ninguna obligación de restitución derivada de un depósito, no constituyó un “…yerro mayúsculo…”, sino la necesaria respuesta al ambiguo  encuadre de la demanda en la cual, justamente, se citaron los arts. 2202, 2203 y 2208 del Código Civil, preceptos estos referentes, precisamente, a ese contrato real (fs. 86, 86 vta., 87 vta. y 91, cit. causa “Allaria”).

7°) Resta examinar los agravios sobre las costas que ambas demandantes también levantan contra la sentencia de primera instancia.

Teniendo en cuenta la complejidad jurídica de la cuestión ventilada en las causas acumuladas, su relativa novedad en la doctrina y la jurisprudencia, y que las especiales circunstancias del caso pudieron persuadir a las actoras de que les asistía derecho para demandar como lo hicieron, juzgo prudente que el fallo recurrido se modifique en cuanto a las costas, disponiéndose que en ambos procesos acumulados corran por su orden en todas las relaciones, esto es, en la que vinculó a las demandantes con los demandados, cuanto en la que vinculó al citado como tercero y a su citante (art. 68, segunda parte, del Código Procesal).

Las costas de alzada, por los mismos motivos, deberán correr en el orden causado en todos los recursos (art. 68, segunda parte, y 279 del Código Procesal).

8°) Por lo expuesto, si este voto es compartido por los colegas del Tribunal, deberá confirmarse la sentencia de primera instancia en lo principal que decidió, modificándosela exclusivamente en orden a las costas, las que deberán correr del modo indicado en el considerando precedente, lo mismo que las de alzada.

Así lo propongo al acuerdo.

El señor Juez Gerardo G. Vassallo dijo:

I. Adhiero al voto de mi apreciado colega Dr. Heredia. 

De todos modos, entiendo necesario realizar una muy breve aclaración.

El vocal preopinante concluye, con sustento en profusa doctrina y jurisprudencia, que el robo "en banda" y/o "a mano armada", constituye un supuesto de caso fortuito.

Coincido con tal conclusión, aunque la jurisprudencia ha entendido que algunos casos constituyen excepciones a tal regla (vgr. asalto a entidades bancarias, entre otros).

En el caso se trató de un edificio de oficinas, cuya vigilancia no está normalmente orientada a evitar este tipo de agresiones. En principio ese ámbito no presenta características especiales, en orden a los valores que pudieran encontrarse habitualmente en una oficina, al punto de exigir que la custodia deba prever este tipo de ataques.

De allí que bien pueda decirse en el caso, que tal hecho resultó imprevisible (entendido ello como la previsión que debió adoptar un hombre diligente en el tipo de custodia contratada), y en especial inevitable e irresistible en tanto modalidad delictiva absolutamente inusual en ese tipo de ámbitos (Bueres A y Highton E., Código Civil y normas complementarias, T. 2A, página 179; Llambías J. J., Tratado de Derecho Civil - Obligaciones, T. I, página 235).

II. Con este breve aclaración, reitero mi adhesión al voto del señor Juez preopinante.

El señor Juez de Cámara, doctor Dieuzeide adhiere al voto del doctor Heredia.

Concluida la deliberación los señores Jueces de Cámara acuerdan:

(a) Confirmar la sentencia de primera instancia en lo principal que decidió, modificándosela exclusivamente en orden a las costas, las que deberán correr del modo indicado en el considerando 7°, lo mismo que las de alzada.

(b) Agregar copia certificada de la presente resolución en la causa  "INTERFLY TOUR S.A. c/ VIGILANCE S.A. Y OTRO s/ ORDINARIO". 

Notifíquese y una vez vencido el plazo del art. 257 del Código Procesal, devuélvase la causa al Juzgado de origen.
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